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Al contestar refiérase

al oficio Nº   13324
29 de octubre, 2004

FOE-PR-0505

Licenciado

Alcides Vargas Pacheco

Auditor Interno

INSTITUTO COSTARRICENSE DE

ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS (A y A)

Estimado señor:


Asunto:
Se atiende solicitud de criterio sobre la actividad de contratación de servicios para el Sistema Comercial Integrado de A y A.


Me refiero a su oficio Nº AU-2004-511 del 22 de octubre del presente año, mediante el cual expone a este despacho que por estimar esa Auditoría Interna que la actividad de contratación de servicios de acceso al Sistema Comercial Integrado del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados “se convierte en acciones de riesgo para los intereses institucionales” ha solicitado criterio legal a la Dirección Jurídica de ese Instituto; sin embargo, apunta que la respuesta otorgada al respecto resulta más de orden técnico que jurídico y por ello, solicita a la Contraloría General emitir criterio al respecto.


Sobre el particular, debe señalarse que de la poca información contenida en su gestión ante esta Contraloría General, se advierte la existencia de un cuestionamiento formalizado por parte de esa Auditoría Interna, sobre la actuación de esa institución en el tema de las contrataciones de los servicios apuntados y los eventuales riesgos para los intereses que tutela.  En este orden, se debe señalar en primer término que, dadas las facultades de administración que el legislador ha otorgado a esa entidad, es en el seno de esa misma institución donde deben ser examinadas, valoradas y acordadas las soluciones a los problemas que eventualmente se hayan detectado en el giro de su actividad comercial y administrativa. En particular, la determinación de la procedencia de efectuar contrataciones como las que se han expuesto en su gestión, es un aspecto que recae en forma directa sobre esa entidad y sus dependencias, a efectos de lo cual es indispensable la verificación de la existencia de estudios amplios que le permitan respaldar y sustentar en forma técnica y jurídica las decisiones de contratar en los términos que se pretendan, de modo que, una vez analizada la naturaleza del objeto de los contratos, se demuestre que la modalidad de contratación diseñada ha representado ventajas económicas sustanciales, una mejora en el desempeño de la gestión y por ende, una mejora en el servicio público que brinda.  En este sentido, la evaluación y el seguimiento a las citadas decisiones dentro del seno administrativo, resultan indispensables y obligatorias para garantizar el logro de los cometidos institucionales.


Bajo ese marco fáctico de referencia y en lo que toca a la Auditoría Interna, procede recordar que de conformidad con lo establecido en el capítulo IV de la Ley Nº 8292, Ley General de Control Interno, a dicha unidad se le atribuye, entre otras, la función de validar y mejorar las operaciones de la entidad para la que sirve. En ese ámbito le compete asesorar y verificar el cumplimiento, validez y suficiencia del sistema de control interno, así como que la administración activa tome medidas de control interno en aspectos relacionados con su gestión. También le corresponde advertir a los órganos pasivos que fiscaliza, sobre las posibles consecuencias de determinadas conductas o decisiones, cuando sean de su conocimiento.


Visto lo anterior, si a efectos de lo que ha indagado, esa Auditoría Interna abriga dudas o cuestionamientos, lo procedente es que ejerza las funciones que le han sido atribuidas, se aboque al estudio pertinente y disponga y recomiende a la Administración y sus órganos lo que estime pertinente. Ahora bien, dado que en la especie no se trata de un conflicto entre el jerarca de esa entidad y esa Auditoría Interna, no se presenta entonces el supuesto contemplado en el artículo 38 de la supracitada ley, que impone la participación de este órgano contralor, razón por la cual, es a esa unidad a la que le asiste en primera instancia la responsabilidad de revisión y fiscalización de lo actuado, promover o continuar con un estudio amplio del caso, tramitar las consultas pertinentes y determinar el correcto ajuste con el ordenamiento jurídico, para lo que se deberán adoptar las medidas que procedan.

Atentamente,

Licda. Anayansi León Cordero                                             Lic. Hernán Solano Murillo

Abogada                                                                              Gerente de Área
ALC/HSM/zwc
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